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Señor don Francisco Cordero. 



Estimado amigo : 




Quedo impuesto, y paso á responder á su consulta, 
cuyos antecedentes, — según lo que Vd. me trasmite con 
su respectiva documentación, — son los siguientes: 

« Los bienes de la señora Lynch, como los de toda la 
« familia de López, fueron embargados provisoriamente 
« por el Gobierno del Triunvirato, por decreto fecha 1 9 
« de Marzo de 1 870. 

« No contento con esto, el mismo gobierno dio otro de- 

< creto el 4 de Mayo del mismo año, declarando provi- 
€ soriamente embargados todos los bienes de la señora 

< Lynch, <para que sobre ellos puedan en todo tiempo, 
« hacerse efectivas las responsabilidades civiles ó crimi- 
« nales á que den lugar las acciones públicas ó priva-- 

< das que á su respecto se deduzcan » . 

« En su artículo 4° ordena que se proceda al enjuicia- 
« miento de la señora Lynch. 

« Este decreto fué sancionado por el Congreso el i o 
€ de Julio de 1871 (Registro Oficial, año 1871, pág. 63). 

4. El proceso criminal nunca se instruyó. 



_ 4- 

« En Junio del mismo año, el Congreso dio una ley 
€ autorizando al Poder Judicial á trabar embargo sobre 

< todos los bienes poseídos por la familia de López y la 
« señora Lynch desde el año 1841. 

< Este embargo era para < indemnizar á los perjudi- 
^ cados que aducirán sus derechos por ante los Tribu- 

< nales del país reclamando en virtud de prueba. El Fis- 

< co estará en calidad de acreedor sin privilegio sobre 
€ Otro cualquiera » . 

< En su artículo 3° disponía que una vez trabado este 
€ embargo por el Poder Judicial, serian administrados 
« estos bienes por una comision'de cinco miembros nom- 
€ brados por el P. E. y el Congreso. 

« En su artículo 4°, dice : « Los quese consideren con 

< derecho á esas propiedades, entablarán reclamo desde 

< la promulgación de la presente ley hasta fines del año 

< i8j2y pasado el cual no tendrá lugar á establecerlo, 
« pues se efectuará entonces la entrega de lo que corres- 
« ponda á cada uno de los reclamantes (propietarios) ». 

< Esta ley fué vetada por el P. E. por inconstitucional, 
€ en 22 de Junio del mismo año, mas el Congreso insis- 
<k tió el I ^ de Julio, y fué promulgada el 7 de Agosto de 

< 1871 (Registro Oficial, año 1 871, páginas 80 y 81). 

< Ninguna de sus disposiciones fueron cumplidas. 

< Ni el Poder Judicial trabó embargo, ni hubo tal co- 

< misión nombrada, ni reclamación alguna por ante los 
« Tribunales, de particulares ó fiscal. 

€ Hay más. Los otros miembros de la familia de Lo- 
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€ pez, desde muchos años atrás están en posesión pací- 

< fica de los bienes que por esta ley fueron embargados, 
« conjuntamente con los de la señora Lynch. Solo los de 

< esta señora se pretende aún estar embargados. 

« El decreto creando la Oficina del Registro de la Pro- 
€ piedad é Hipotecas, fija en su articulo 20, que: « To- 

< dos los embargos trabados é hipotecas otorgadas des- 

< de el I j de Agosto de i86g, que no hayan sidochan- 
€ celadas y deberán ser presentadas á la referida oficina 
« en el término de treinta dias para la toma y razón en 
€ los respectivos registros >. (Registro Oficial, año 

< 1 87 1, página 34). 

< El certificado espedido en Mayo 1 3 del año pasado , 
« por el Contador General de Hipotecas, dice que no 
« reconocen ningún género de gravamen, embargo ó in- 
« hibicion los bienes de la señora Lynch en esta Repúbli- 
« ca, y es á consecuencia de este certificado que se 
« compró. 

« El Juez de primera Instancia, apoyándose en las dis- 
« posiciones de estas leyes, ordenó la protocolización en 
€ Noviembre 1 9 del año pasado, de cuya sentencia ape- 

< ló el Fiscal, sin haberse aún fallado. » 



Ha presentado Vd. á la protocolización los títulos de 
su propiedad por compra á D. Enrique S. López, cesio- 
nario de D^ Elisa A. Lynch, — y desea conocer mi opinión 
acerca del mérito de los procedimientos con que el Go- 



bierno Paraguayo, ó el magistrado Fiscal, que debe en- 
tenderse obra á sus órdenes, pone trabas al libre ejercicio 
de los derechos de Vd., emanados de dicha compra, — cu- 
yas trabas han empezado por la oposición á la protocoli- 
zación solicitada, que se sostiene en via de apelación, 
contra la sentencia de primera instancia dictada á su fa- 
vor en ese asunto ó articulo prejudicial. 

Según lo que Vd. me ha manifestado, el Fiscal supone 
la nulidad de la venta hecha á Vd., y de la precedente 
cesión al señor López, en razón de las medidas legislativas 
y gubernativas adoptadas contra la expresada D^ Elisa 
A. Lynch y sus bienes, desde Marzo de 1870 hasta Agos- 
to de 1 87 1 . El señor Fiscal supone el vigor actual de 
esas disposiciones, — el carácter actual de cosas embarga- 
das en los bienes, — y la nulidad de los contratos de trasmi- 
sión de dominio que á su respecto se hayan celebrado. 

Es, pues, bajo estos conceptos, que juzgo útil examinar 
la cuestión. 

Tomaré, asimismo, en cuenta otro antecedente que 
Vd. me ha indicado, y que considero de primordial im- 
portancia. Aludo al hecho de haber Vd. tenido presente 
para el contrato de compra un certificado expedido por la 
Oficina de Registro de la Propiedad é Hipotecas del Pa- 
raguay, en que se consigna que los bienes de D^ Elisa A. 
Lynch, no reconocen embargo ni gravamen alguno que en 
tal Oficina constare. 
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I 



Me parece conveniente observar, ante todo, que la ac- 
titud del Fiscal arranca de un falso concepto jurídico. 

Admitiendo hipotéticamente el vigor actual de las leyes 
y decretos contra D^ Elisa Lynch y sus bienes, asi como 
la existencia de un hecho que importase el efectivo em- 
bargo, no se deduciría de ahí otra consecuencia legal que 
la del perjuicio que el comprador debiera sufrir por la 
prelacion de los derechos para cuya satisfacción se hu- 
biese practicado el embargo. 

Los bienes de D^ Elisa Lynch son varios y de conside- 
ración. 

Si todos esos bienes estuviesen embargados á la res- 
ponsabilidad de créditos ó acciones de cualquiera clase 
que sean, esto querría decir que ningún acto de la espre- 
sada D^ Elisa tendría virtud para impedir que esas ac- 
ciones ó derechos se satisficiesen hasta donde alcanzase el 
valor de aquellos bienes. El favorecido por el embargo 
está antes que todos los que le son posteriores en título, — 
sea de enajenación, de crédito personal ó cualquier otro 
gravamen. Pero, ni se puede oponer á que venga un se- 
gundo embargo sobre los mismos bienes, — ni á que se 
constituya hipoteca, — ni á que se celebre su venta, por- 
que ninguno de estos hechos ó contratos modifica en 
cuanto al primero, el estado de las cosas. 

La situación de unos y otros en el caso deque se trata, 
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por ejemplo, seria esta : el fisco, ó los individuos X y X 
(en cuyo favor se ordenó y trabó el embargo) continua- 
rían sus gestiones hasta la satisfacción de sus derechos. 
Los compradores de las cosas embargadas, culpables de 
haber hecho la compra con tal gravamen, solo tendrían 
derecho al remanente del producto deesas cosas, después 
de abonados los créditos de aquellos, y las costas y costos 
del juicio. Y aún es de advertir: — i° que la equidad exi- 
giría que los compradores tomasen en el juicio la interven- 
ción inofensiva que se considerase útil para la mejor guar- 
da de su legítimo interés, — para que no se malbaratasen 
las propiedades, — para que se llenasen las formas esta- 
blecidas por la ley en protección del deudor afligido por 
el procedimiento ejecutivo; — y 2° que si las propiedades 
representan, por ejemplo, cien mil pesos, y los créditos en 
cuyo favor se trabó el embargo solo ascienden á veinte 
mil, la misma equidad obstaría á que la venta judicial se 
estendiese á todos los bienes, debiendo limitarse á lo ne- 
cesario para cubrir el importe de aquellos créditos, sin 
tocar á la parte vendida en cuanto esto no íuera indis- 
pensable. Proceder de otro modo seria violar antojadi- 
zamente toda regla de ley, de justicia, y de moral. 

Siendo todo esto cierto, se deduce claramente que, aún 
en el supuesto de la existencia del embargo, — como lo sería 
en el caso de hipoteca, — la venta de los bienes no tiene otro 
daño en sí que el de trasmitir el gravamen con la cosa 
que lo soporta, en cualquiera mano que se halle, — y aún 
el de no poderse tomar posesión, porque esta no puede 



— 9 — 

serle quitada durante el embargo al depositario ó secues-^ 
tre. — Pero, la enajenación, en cuanto no ofende al embar- 
go, no es ilícita, — es un contrato legal, sin que se com- 
prenda el motivo que se oponga á la protocolización de 
los documentos que le sirven de constancia y constituyen 
el titulo del comprador, así como á la inscripción en el 
Registro de los de su género. 

Por la legislación española que durante largos años ha 
rejido en el Paraguay, como en las demás Repúblicas de 
Sud-América, estaba prohibida la enajenación de la cosa 
litigiosa. Pero, por cosa litijiosa no se entendió jamás otra 
que la que estaba sometida á pleito judicial, trabado por 
demanda y por respuesta. 

Según los antecedentes que V. me ha trasmitido, en e 
asunto de que se trata no ha mediado litigio alguno — 
jamás se ha entablado pleito contra D^ Elisa A. Lynch, — 
de manera que aquella prohibición no rejiríaen este caso. 

Además, la nulidad emanada de una prohibición que 
solo tenia por objeto asegurar el resultado del juicio, no 
puede entenderse que se alegue en lo que no perjudica á 
aquellos en cuyo favor se estatuyó. Siendo relativa por 
su objeto, solo una ley espresa puede convertir en íibso- 
luta esa nulidad. No me consta que tal ley exista en el 
Paraguay. 

La protocolización, que no es acto de dominio, sino ga- 
rantía de derecho, — que no importa ejercicio de derecho 
en la cosa, sino seguridad del título, sin mas alcance que 
el que éste tenga sin perjuicio de tercero,— no ofende por 
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sí misma al litigante, ni afecta al resultado de sus accio- 
nes, ni le dá, por consiguiente, ocasión á alegar la nuli- 
dad, cuya oportunidad solo aparece cuando su interés es 
atacado injustamente. 

Pero estas observaciones solo son hechas á mayor 
abundamiento, puesto que se refieren á la cosa litigiosa, 
es decir, al caso de pleito pendiente sobre derecho real 
en la cosa; — y aquí ni se trata de pleito pendiente, ni se 
ha alegado derecho real sobre cosas cuyo embargo se ha 
dictado sin pleito, por consideración á acciones eventua- 
les sobre daños y perjuios. 

Debo, pues, repetir lo que antes he enunciado, esto 
es, que un embargo escepcional de ese género (supuesta 
su existencia) no obsta á la enajenación, ni autoriza oposi- 
ción á la protocolización, — aunque tal embargo afecte al 
comprador en los términos que dejo indicados. 

II 

El señor Fiscal supone con vigor actual las disposi- 
nes que ordenaron el embargo de los bienes de Doña 
Elisa •a. Lynch en previsión de acciones que por el 
fisco ó los particulares pudiesen deducirse contra ella en 
vía civil ó criminal. 

Opino que el señor Fiscal incurre en error. 

Los decretos de 1 9 de Marzo y de 4 de Mayo de 

1 870, aprobados por el Congreso en i o de Julio de 

1 87 1, solo subsisten en cuanto no se opongan á la ley 
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sancionada en i j de Julio del mismo año, y prorntil- 
gada en 7 de Agosto siguiente. Es de universal jurispru-. 
dencia que la ley posterior deroga á la anterior. 

Asi, pues, la ventaja del embargo que los decretos de 
1 870 concedian en forma ilimitada para la efectividad 
de las acciones que se entablasen contra Doña Elisa 
Lynch, quedó modificada por la limitación que introdujo 
en su art. 4® la ley promulgada en 7 de Agosto de 1 87 1 , 
— (la fecha de las leyes se cuenta por la de su promulga- 
ción). 

Por esa ley se habia reproducido la disposición del 
embargo adoptada por los decretos anteriores, intro- 
duciéndose la innovación de un plazo dentro del cual de- 
berían entablarse los reclamos favorecidos con aquella 
disposición. 

O lo establecido por el art. 4° que introdujo esa inno- 
vación no tiene sentido, ni racional ni jurídico, — ó es ne- 
cesario reconocer que, vencido el plazo, el embargo 
quedaba solo subsistente en cuanto importase á la efec- 
tividad de los reclamos iniciados hasta entonces, no go- 
zando de tal favor los que se iniciasen con posterioridad. 
Con la misma evidencia resulta que, si ningún reclamo 
se hubiese entablado, todo embargo habría dejado de 
existir. 

Consta que ningún reclamo se inició dentro del plazo 
que vencía al fin de 1872, — y el fenecimiento y la desa- 
parición del embargo desde esa fecha viene á ser una 
simple cuestión de buen sentido y de recta conciencia, 
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No comprendo, pues, como el señor Fiscal puede su- 
poner con vigor actual la disposición relativa al embar- 
go, que fué limitada á un plazo vencido hace catorce 
años. 



III 



La citada ley de Agosto de 1871 autorizó al Poder 
Judicial para la traba del embargo, con el objeto que 
ella misma determina. 

Pero el Poder Judicial no ejerció jamás semejante 
autorización. Y procedió en ello rectamente, — puesto 
que, consignado por el mismo legislador el objeto que 
tenia en vista, que era el de garantir el resultado de los 
reclamos que se hiciesen contra Doña Elisa A. Lynch, b. 
oportunidad de trabar el embargo, solo aparecería en el 
momento en que los reclamos se iniciasen. Trabarlo an- 
tes, habría sido anticiparse al ejercicio del derecho acor- 
dado á los presuntos reclamantes. 

Puede creerse que el propósito del legislador consis- 
tiese en prevenir con su acción oficiosa la de los recla- 
mantes, trabando el embargo, aun antes de que estos 
apareciesen, en la seguridad de que aparecerían. 

Pero esto seria opuesto á todo precedente y á toda re- 
gla de jurisprudencia. 

La ley declara el derecho general ó escepcional. — Su 
ejercicio en vía judicial no puede ser la obra de la ley 
misma, sino de la acción de las personas á quienes ella 
lo concede, 
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En .el caso, pues, la ley que autorizó al Poder Judi- 
cial para trabar el embargo sobre todos los bienes de 
Doña Elisa A. Lynch, con el objeto de responder á los 
reclamos que contra esta se entablasen, lo que hizo fué 
crear un derecho* de escepcion, mediante el cual esos re- 
clamantes quedaban provistos de la garantía del embar- 
go, aunque sus títulos no lo aparejasen por el derecho 
común. Pero, siendo siempre la garantía un hecho sub- 
sidiario que corresponde al hecho principal del derecho 
garantido, es claro que la aplicación de aquella es im- 
posible sin la aparición de éste- Claro es, también, en 
consecuencia, que para que el Poder Judicial trabase el 
embargo, se necesitaba la requisición de los reclaman- 
tes en cuyo favor lo estatuía la ley. 

Ni el fisco ni los particulares aprovecharon el dere- 
cho escepcional, con que la ley quiso protegerlos. Ni 
unos ni otros acudieron dentro del plazo de la ley á enta- 
blar sus reclamos, y á solicitar el embargo que les debía 
ser correlativo, — en una palabra, á invocar la ley excep- 
cional en su favor; — y, ni para el Poder Judicial apare- 
ció la ocasión de trabar el embargo, ni para el Ejecutivo 
y el Congreso la de nombrar la comisión administradora 
ordenada para ese caso por el artículo 3° de dicha ley. 

Considero que es esta la esplicacion de no haberse 
trabado el embargo; — pero, séalo ó no, el hecho tiene 
la misma importancia. 

El hecho es que el embargo no fué jamás trabado; — y 
es su consecuencia jurídica, que tal embargo es como si 
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no hubiese sido decretado; — y asi seria aun cuando es- 
tuviesen, que no están, en vigor actual las disposiciones 
que lo autorizaban. Porque, tratándose de embargos, no 
basta tener el titulo, sino que es necesario haberlo ejer- 
citado eficazmente, esto es, haber obtenido que se veri- 
fique la traba. La ley admite como titulo ejecutivo el 
vale á la orden reconocido por el deudor, y manda que 
para su pago se embarguen los bienes de éste; — pero, 
en tanto que el acreedor no ejercite este derecho, en 
tanto que no se practique la traba, el embargo no existe 
ni puede alegarse contra el derecho de tercero. Asi tam- 
bién, aunque la ley dispusiera el embargo escepcional sin 
titulo ejecutivo en favor délos acreedores de Doña Elisa 
Lynch, en tanto que estos acreedores no hiciesen efec- 
tiva la traba, no han podido ni pueden alegar el embargo 
como un hecho, ni perjudicar con él el derecho de un 

tercero. 

I 

Resulta, pues, que los bienes de doña Elisa Lynch no 
tienen el carácter de cosas embargadas, — no sólo por es- 
tar vencido el plazo dentro del cual debieron embar- 
garse, y mantenerse embargados, sino porque la traba 
del embargo nunca fué practicada. 

Eran, pues, bienes libres en el instante de la compra 
realizada por usted. 
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IV 



De lo dicho se infiere la inconsistencia de las opinio- 
nes del Magistrado Fiscal del Paraguay, al suponer la 
nulidad de los títulos de usted, y al oponerse á su proto- 
colización y anotación en el registro respectivo. 

Pero es permitido prescindir de las consideraciones 
espuestas, — y, aun así, aparecería ilegal é infundada la 
oposición de que se trata. Basta para demostrarlo la cir- 
cunstancia estrínseca, si así puede decirse, de no figurar 
en la Oficina del Registro de la Propiedad é Hipotecas 
toma alguna de razón de ningún embargo ó gravamen 
que pesase sobre los bienes de doña Elisa Lynch radica- 
dos en el Paraguay. 

Desde que por el artículo 20 de la ley de creación de 
esa Oficina se estableció que todos los embargos trabados 
del I y de Agosto de 1 869 en adelante, y que no hubie- 
sen sido chancelados, debían presentarse á la referida 
Oficina en el término de treinta dias (contados desde la 
promulgación de la ley) para su toma de razón en el Re- 
gistro, es natural que cualquier embargo cuya presenta- 
ción se hubiese omitido en dicho plazo, ha debido ser 
perjudicado en su eficacia por esa omisión, sin que su 
existencia pueda alegarse en perjuicio de tercero. 

Los terceros no están obligados á averiguar cómo, ó de 
qué modo, se ha verificado el levantamiento ó estincion 
ó chancelación del embargo. Para creer que él no exis- 
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te, ó está estinguido, bástales el hecho de que no figure 
en la respectiva Oficina entre los existentes ó no chance- 
lados. 

Es de regla inconcusa en la legislación moderna que 
todo gravamen sujeto á registro sólo cuenta su fecha 
desde la inscripción. Sólo desde que esta inscripción se 
ha verificado puede oponerse á los derechos de terceros. 

Los derechos de terceros adquiridos con anterioridad 
prevalecen contra el gravamen, — hipoteca, ó embargo, 
de registro posterior. 

¿Cómo pretender, entonces, que haya nulidad en un 
titulo de compraventa, só pretesto de estar embargados 
los bienes que él abarca, cuando no hay anotación de tal 
embargo en el respectivo registro, — y esto, en un país 
donde hay una ley cuyo artículo 20 contiene las disposi- 
ciones á que acabo de referirme.^ 

No deja de ser estraordinario que, precisamente el 
Magistrado fiscal, es decir, el personero de la ley en tal 
país, sea quien de semejante manera intente subvertir 
su sentido y alzarse contra los respetos que ella impone. 



Por las disposiciones de la ley de 7 de Agosto de 1 87 1 , 
— por el trascurso del plazo en ella establecido, — por el 
hecho de no haberse promovido judicialmente los recla- 
mos que ella suponía, ni verificádose la traba del em- 
bargo escepcionalmente autorizado en su beneficio, — y, 
finalmente, por la 'certificación auténtica de la Oficina 



de Registro que declara no existir ningún género de 
gravamen, embargo, ó inhibición, sobre los bienes de 
doña Elisa A. Lynch radicados en el Paraguay,— de- 
bió tener, y tuvo, usted perfecta convicción de la condi- 
ción de esos bienes y de ¡a plena libertad que para su 
trasmisión por venta, cesión, donación, ú otro cualquier 
contrato, gozaba la espresada propietaria y sus cesiona- 
rios, compradores ü otro cualquier sucesor de sus dere- 
chos y acciones. 

El carácter de usted como adquirente de buena fé no 
es dudoso,— y ya creo haber demostrado que la adquisi- 
ción en si misma no adolece de ninguno de los vicios en 
que se apoya la oposición del señor Fiscal. 



Réstame agregar una consideración. 

Los decretos y leyes escepcionales dictados con res- 
pecto á doña Elisa A. Lynch, tuvieron, — como repetida- 
mente lo he notado, — por objeto, favorecer, á la vez, á 
los particulares y al fisco. 

Uno y otros han sido omisos en sus gestiones, perdien- 
do el favor escepcional y temporal del embargo con que 
se les quiso beneficiar,— y de ahí la buena fé y la legiti- 
midad y firmeza inquebrantables de la adquisición hecha 
por usted. 

Los pleitos injustos, las pretensiones más ó menos in- 
fundadas con que puede ser atacada la tranquilidad y la 
propiedad de cada hombre, son contrariedades inevitables 



-le- 
en el estado de sociedad, sin otro remedio que las deci- 
siones de los magistrados encargados de resolverlas. 

Así, nada tendrían de estraño las dificultades de usted 
que motivan su consulta, si ellas emanasen de la acción 
más ó menos disculpable de aquellos particulares que 
creyesen poder eludir, en perjuicio de usted, y en beneficio 
de elbs, los preceptos de ley y de justicia que están del 
lado de usted en este asunto. Acaso también podría com- 
prenderse la buena fé de tales pretensiones bajo la ofiís- 
cacion de la pasión ó el interés. 

Los poderes públicos del país, en cuyas leyes y en 
cuyos actos confió usted al hacer su adquisición, serían 
inculpables de esa emergencia, puesto que ellos no pue- 
den impedir el ejercicio de las acciones judiciales de los 
particulares, siendo su misión únicamente (es decir, la 
del Poder Judicial) conocer de ellas y dirimirlas según su 
respectivo procedimiento- 

Pero no me parece lo mismo cuando, en vez de pleitos 
iniciados por particulares, el obstáculo al goce de dere- 
chos tan claros como los que á usted asisten, se produce 
por una gestión del Magistrado fiscal que desempeña la 
personería del poder público, y que, seguramente, lo 
hace por instrucciones ó con anuencia del Gobierno. 

Se comprende que cuando los poderes públicos han 
ejecutado un acto que una persona cualquiera considera 
agresivo á su derecho, esos poderes se nieguen á la re- 
clamación, librándose ante todo á la resolución de los 
tribunales ante quienes la aludida persona puede dedu- 
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cir sus reclamos. Siendo estranjero el reclamante, le 
quedará aún el recurso de la intervención de su nación, — 
pero sólo después que los tribunales hayan fallado el li- 
tigio, y esto si se incurre en verdadera denegación de 
justicia. 

Pero cuando no es de esto de lo que se trata; — cuando 
de loque se trata es de una persona que ha comprado lo 
que, según las leyes de un país, evidentemente no está 
embargado; — cuando se ha comprado prestando fé á un 
certificado espedido por la autoridad dependiente del 
Gobierno del mismo país, que declara lo que, según su 
ley especial, basta para considerar libremente enagena- 
bles esos bienes, — ^y cuando el representante del Estado 
mismo cuyas leyes y actos han inducido al estranjero á 
hacer la compra, es quien, caprichosamente, pone obs- 
táculos al libre goce déla cosa comprada, — siendo esta 
conducta inconciliable con todo principio de moral y de 
buena fé, y no respondiendo ella á ninguna necesidad, ni 
de ley, ni de honor nacional, ni de respeto á derechos in- 
dividuales, — no se comprende, ni el motivo de tales irre- 
gularidades, ni la seriedad con que el Gobierno de ese 
Estado se desentienda del deber en que está de cesar por 
sí mismo en la hostilidad que él solo ejerce. 

Su injusticia es tan evidente, — y tan esclusivamente 
suya, — que el previo juicio es innecesario, — que el mismo 
hecho del juicio importa su comisión,— y que, aunque tal . 
juicio se fallase á su favor por los tribunales, siempre 
sería del caso su anulación por la via internacional — por 
Ca usa de denegación de justicia. 
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Llego, pues, á creer que, en un caso con antecedentes 
como los que usted me ha suministrado, se trata de ofen- 
sa tan clara al derecho del comprador, — y, siendo éste un 
estranjero, á las consideraciones de la nación á que per- 
tenece y cuya protección le corresponde, — que la recia* 
macion diplomática seria perfectamente justificada, no 
solamente sin esperar á la terminación del Htigio, sino, 
precisamente, para obtener la cesación de los injustos 
perjuicios que éste produce. 



Por lo demás, y suponiendo rectitud en el Tribunal 
ante quien el señor Fiscal del Paraguay ha llevado el 
asunto por apelación de la sentencia favorable á usted 
de primera instancia, considero inevitable su confirma- 
ción en homenaje á la justicia que le sobra á usted en 
este asunto. 

Me es con este motivo agradable repetirme de usted 
afectísimo S. S. 

Firmado — 

José Sienra Carranza. 




Buenos Aires, Noviembre 12 de 1886. 

Señor D. Francisco Cordero. 

Estimado señor y amigo : 

En presencia de los documentos que Vd. se ha servido 
exhibirme con relación á las tierras situadas en el Para- 
guay, que pertenecieron á doña Elisa Lynch y que Vd. 
adquirió por compra, — constando por certificación de la 
oficina respectiva que á la fecha de su escrituración no 
se hallaba registrado embargo, ni inhibición alguna, pien- 
so en un todo de acuerdo con el señor doctor Sienra Car- 
ranza, cuya ilustrada opinión, luminosamente fiíndada en 
la carta, de que me he impuesto con toda atención, hago 
mia con gusto, pues es la palabra de un maestro en de- 
recho, que habla con la autoridad de la ciencia y de la 
mas correcta doctrina jurídica. Nada puedo yo agregar 
que dé fiíerza á la vigorosa argumentación del Dr. Sienra 
Carranza, que á mi juicio es irreftitable como verdad. 

Por mi parte, insistiré solo en observar, que tratándose, 
según sus referencias, por ahora solo de la protocoliza- 
ción en los registros de la Asunción^ de una escritura pú- 
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blica estendida en la República Argentina, la actitud del 
señor fiscal del Paraguay es menos esplicable, así como 
es improcedente la discusión sobre la validez ó nulidad 
de la venta, así como sobre la subsistencia del embargo 
preventivo. 

La protpcolizacion de una escritura, pasada en país 
estranjero, no está sujeta á otro requisito que el estable- 
cimiento de la autenticidad del documento, en cuanto á 
su forma; como acto está sujeto alas leyes del país, en el 
cual se ha estendido, pues es uno de los casos que cae 
dentro del estatuto formal del Derecho internacional pri- 
vado; siendo principio inconcuso, que cada nación res- 
peta en cuanto á la validez estrínseca, la forma estable- 
cida por aquella en cuyo territorio se ha pasado: Locus 
regit actas. 

Así, la intervención fiscal en esto se limita á requerir 
la autenticidad del acto; — si sé discutiera la omisión ó 
violación de las leyes argentinas, en la estension del con- 
trato, también seria comprensible la oposición del re- 
presentante del Estado. Pero ahí se detiene. 

La validez intrínseca del acto es cuestión diversa, que 
á su tiempo podria suscitarse por terceros damnificados, 
ó por el mismo fiscal ejerciendo la acción pública por las 
indemnizaciones que fuesen debidas al Estado. Sobre 
estos tópicos se estiende el Dr. Sienra Carranza, en con- 
sideraciones que no debo repetir. 

En el deseo de hacer conocer á Vd. mi opinión, puesto 
que ha tenido la deferencia de solicitármela, concluyo 
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como lo he espresado, adhiriéndome á la doctrina invo- 
cada, á mi juicio, correctamente por aquel distinguido 
abogado. 

Soy de Vd. affmo. amigo y S. S. 

Firmado — 

Bonifacio Lastra. 



Buenos Aires, Diciembre i® de 1886. 



Mi estimado señor Cordero : 



• 



He leido con la detención requerida los documentos 
que me dejó Vd. relativos á los campos que ha comprado 
á un sucesor de Elisa Lynch en la República del Para- 
guay, y me adhiero por completo á la ilustrada opinión 
del Dr. Sienra Carranza en cuanto se relaciona con la 
insubsistencia del embargo que motiva su consulta, pero 
no creo llegada la oportunidad de iniciar gestiones diplo- 
máticas. 

De Vd. atento S. S. y amigo. 

Firmado — 

A. DEL Valle. 
Estudio. 

Señor D. Francisco Cordero. 



Señor Cordero: 

Hemos revisado detenidamente los docun^entos entre- 
gados por Vd . : 

1° Ley de Julio de 1871 de la República del 

Paraguay. 
2° Certificado de la Oficina de Hipotecas del 

Paraguay. 
3° Testimonio de espediente de la señora de 
Lynch solicitando el campo, con decreto de 
concesión espedido por el Gobierno del 
Paraguay. 
4° Informe del doctor Sienra Carranza. 
y° Informe del doctor Lastra. 
En contestación decimos á Vd. que en un todo estamos 
conformes con las consideraciones de los informes releri- 
dos, llegando á considerar que ni cuestión puede haber, 
porque el punto es por demás claro. 

La ley apHcable al caso es la de Julio de 1 87 1 , y en 
ella se determina : i ° Que el Poder Judicial queda auto- 
rizado á embargar. El Poder Judicial no ha hecho uso 
de esa facultad. 2° Se establece un plazo para formular 
reclamos á los qije responderían esos bienes embargados 
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ó mandados embargar, y el plazo ha vencido y los recla- 
mos no constan y los bienes nunca fueron embargados. 

Dados estos antecedentes, el derecho de Vd. como ter- 
cero y á mas de buena fé, que compra por escritura pú- 
blica, previo certificado de la Oficina de Hipotecas que 
declara que esos bienes están libres de todo gravamen, 
no puede ser puesto en duda, y sus títulos deben ser 
protocolizados, siendo Vd. el único y legitimo dueño de 
los bienes indicados. 

En cuanto á los principios del derecho internacional 
privado, en un todo reproducimos las conclusiones del 
doctor Lastra. 

Somos de Vd. 

Firmados — 

José A. Terry. 
Julián Balbin. 



Buenos Aires, Enero 12 de 1887. 
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